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ASUNTO:Recurso de amparo in-

t,erpuesto por Da Mercedes Y De

Marla de los Angeles Sequeiros

Boo .

¿l
: 1

':

SOBRE: Sentencia del 'Juzgado de

Distr i to n(rmero 3 de los de

Orense,  d ic tada en ju ic io  de

faltas y confirmada en apela-

ción por sentencia de1 ,Juzgado

de Instrucción número 3 de los

de dicha ciudad.

La Sección ha examinado el recurso de anparo promovido

por  Da Mercedes y Da María de Ios Angeles Sequei ros Boo.

I. ANTECEDENTES

Pr imero. -  E l  d fa 13 de marzo de 1989 tuvo entrada en

el Registro General de este Tribunal un escrito por virtud

de1 cual, €1 Procurador de los Tribunales D. Carlos ,J. Nava-

rro Gutiérrez actuando en nombre y representación de De Mer-

cedes y Da Marfa de los Angeles Sequei ros Boo,  in terpone re-

curso de amparo contra la sentencia del ,Juzgado de Distr i to

nútmero 3 de los de orense, de 28 de noviernbre de L988, PoL la

que se l-es condenó como autoras de una falta t ipif icada en el

ar t lcu lo 585.54 del  Código Penal ,  conf i - rmada en apelac ión por

sentencia del 'Juzgado de Instrucción nútmero 3 de los de dicha
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c iudad,  d€ 2 de febrero de 1989.

Sequndo. - La demanda de amparo se fundament,a en los

s lgu j -entes antecedentes fáct icos:

Las demandantes de amparo, junto con sus hermanos, he-

redaron de sus padres una finca sltuada en Ia antlgua carre-

tera de Cumial  a Salgueiros,  €o la Castel lana (San Cipr ian de

Viñas).  En L976 tuvieron conocimiento de que D. Manuel y D.

Cándido Caride Pérez y D. , losé Aqui.l ino Romasanta intent,aban

entrar en la finca alegando una escritura de venta de 1a Caja

de Ahorros. Por ta1 motivo l-as demandantes de amparo y sus

hermanos dedujeron querella criminaL contra l-a Caja de Aho-

rros Provincial de Orense y cont.ra los supuestos compradores,

incoándose un procedimiento crimlnal que concluyó sobresefdo
por no ser eI alcance elegido por los querellantes el adecua-

do para dlr imir  la cuest j -ón planteada.

B. La sentencia del Juzgado de Dist,rito número 3 de

Orense, objeLo de este recurso de amparo, condenó a las dos

recurrentes como autoras de una falta de coacciones

t ip i f icada en eI  ar t fcul-o 585.5 deI Código Penal ,  €r I  base a

los s iguientes hechos decl-arados probados:

" . . .  sobre  1as  15  horas  de l  d la  25  de  mayo  de  1 "988 ,

cuando un obrero de Ia empresa Prodelj-m, efectuaba unos tra-

bajos de dest ierro en unos terrenos si tos en el-  Pol fgono In-

dustrial de orense, 1os cuales fueron adquiridos a medio de

escr l tura púbI ica,  ot ,orgada el  dfa 22 de mayo de L976 a fa

Caja de Ahorros Provincial de orense, por Cándido Caride

Pérez, Manuel Carj-de Pérez y José Aquil-ino Romasanta Losada,
que Ia adquir ieron por terceras e iguales part ,es indiv isas,

se personaron en el- lugar de autos 1as hermanas Mercedes
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Sequeiros Boo y Marf a de l-os Angeles, requirj-endo a}

mencionado obrero a que de inmedfato cesara en sus t,rabajos,

y como al poco tÍempo llegara Cándido Caride, Ie hicieron

idéntica manÍfestación, aduciendo ser propietarios del fundo

en cuestión ocasionándol-es unos perjuicios a los denunciantes

derivados de gastos en favor de la empresa antes citada por

impor te  de  107.968 pesetas" .

C. Recurr ida en apeLación la refer ida sentencla,  e l

recurso fue desestlmado por sentencia del . luzgado de fnstruc-

ción número 3 de los de Orense de 2 de febrero de L989.

Terqero.- Según Ias dernandantes de amparo, las resolu-

ciones .judiciales que impugnan han vulnerado sus derechos a

obtener la tutela judic ia l  efect iva (art , fculo 24.L de Ia

Const, i tución),  asf  como e1 pr incipio de inocencia (art lculo

24.2 de fa Const i tución),  asl  como eI  pr incipio de legal idad

penal  (art fculo 25.L CE) ,  en relación con el  de segur idad ju-

r ld ica  (a r t fcu lo  9  de  la  Const i tuc ión) .

E1 derecho a obtener la tutela judic ia l  efect iva,  se-

g{rn su criterio, ha resultado vul-nerado porque, con indepen-

dencia de haberse celebrado eI recurso de apelación sin pre-

sencia del  Minister io Fiscal  y s in inmediaciÓn judic ia l ,  }d

sentencia dictada en eI mismo, 81 ajustarse a un texto

preescrito y rellenado, se fundamenta en que Ia premisa

fáctica del ,Juzgado de Distriüo debe prevalecer, desconocien-

do que la alegación de la parte recurrente no ea esa, sino

que fue y es eu€, aun part iendo de tal  premisa fáct ica,  fos

hechos no están tipif icados como infracción penal.

EI derecho a la presunción de inocencla, contin(tan ar-

gumentando las recurrentes, ha resultado vulnerado porque, si
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e1 mismo se vulnera cuando se produce una condena en base a

hechos declarados probados sin una prueba de cargo

suf ic iente,  con más razón dicha vulneración se produce

"cuando se sientan como probados unos hechos en Ios que no

aparece nada punible o sancionable y desde tales hechos se

efectúia una presunción totalmente contraria a los mismos de
que se ha comet, ido una acción".

Finalmente, el principio de legalidad penal ha resul-

tado infr ingido, según 1os demandantes de amparo, porque Ja

cond.ucta declarada probada no está sancionada como infracción

penal

Solicitan Ia suspensión de Ia ejecución de las resolu-

ciones judic ia les que se lmpugnan.

Cuarto.-  Mediante providencia del  pasado L9 de junlo,

se puso de manifiesto a l-as recurrentes y af Ministerio Fis-

cal }a posible existencia de la causa de lnadmisión a que se

re f ie re  e l -  a r t fcu lo  50 .1 .c  LOTC,  por  fa l t ,a  man i f ies ta  de  con-

tenido constit,ucional de Ia demanda.

Dentro del plazo concedido por la mencionada providen-

cia niegan las recurrentes la concurrencia de dicha causa de

inadmisión reiterando su convencimiento de que se ha violado

en su contra el principio de legalidad penal puesto que l-os

hechos por los que han sido sancionadas no constituyen delito

ni fa1ta. Aportan como corroboración de sus afirmaciones fa-

tocopia de1 atestado levantado por la Guardia Civil.

Seña1an igualmente que 1a sentencia del 'Juzgado de

Instrucción ha violado también su derecho a una tut,ela judi-

cial efecLiva por no dar respuesta al argumento en eI que se

.q.
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fundaba la apelaclón, l imitándose a afirmar que Ia premlsa

fáct ica de Ia  sentencia de instanc ia debe prevalecer .

EI Minister io Fiscal ,  por su parte,  t ras resumir los

antecedentes sostiene que la demanda carece manlfiestamente

de contenldo constitucional puesto que las afirmaciones de

que eI recurso de apelación se celebró sÍn inmediación Judi-
c ia l  y s in Ia presencj-a del  Minister io F1sca1 están en con-

üradicción directa con 1o que en la propia sentencia se afir-

ma. En 1o que toca a la supuesta vulneración del principio de

legalidad, lo que pretenden de este Tribunal es una revisión

de la valoración y calíf j-cación penal de una conducLa que es

competencia exclusiva de los órganos del Poder Judicial.

IT. FUNDAMENTOS JURTDTCO$

Unico.-  La manif iesta inconsistencia de los argumenEos

basados en la supuesta falta de inmediación judicial y en Ia

ausencia,  en el  acto del  ju ic io,  del-  Minister io Fiscal- ,  argu-

mentos que la recurrenEe no ha reiterado en este trámit,e,
permit,e ceñir nuest,ras conslderaciones a la supuesta Ieslén

del derecho a no ser condenado sino por hechos que estén

t. ip i f icados como del i tos o fa l tas y aI  derecho a la tutela
judic ia l  efect iva.

La pr imera violación se dice producida porque, a ju l -

cio de las recurrentes, su actuacj-ón para detener las obras
que se llevaban a cabo en un fundo que afirman ser de su pro-

piedad, no puede considerarse const,ltutiva de la falta pre-

v is ta  en  e I  a r t fcu lo  585.54  de1 Cód igo  Pena l .  Una aseverac lón
que apoyan con copia de los atestados levantados por la Guar-
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dia Civil. Esüe nodo de argumentar olvida, sin embargor 9ll€
una cosa es l-a prohibición constitucional de imponer sancio-

nes si no es en razón de conductas propiament,e tipif icadas

como i l fc i tas,  y otra bien dist inta la subsunclón de

determinadas conductas en tipos penales. Es el error en est,a

subsunción e1 que las recurrentes imputan, tanto al Juez de

Dlstr i to como al  de Instrucción, pero sea cierto o no su

af i rmación, Ia cuest ión que asf  p lantean es ajena a este Tr j -=

bunal que ha de garantlzar 1a plena vigencia del- principio de

legal idad penal  pero que no es,  c laro está,  üf ld instancia

universal de revisión ante fa que pueda debat,irse el acierto

o desacierto de los órganos del Poder .ludicial al l levar a

cabo la función que la Constitución y Ia Ley Ie otorga.

Tampoco ofrece la demanda base suficiente para enten-

der vulnerado el derecho a la tutel-a judicial efectiva en Ia

sent,encia dj-ctada en apelación por el ,Juzgado de Inst,rucclón,

pues si bien es ciert,o que dicha sentencia se refiere, sobtre

todo, a la prevalencia de Ia premisa fáct ica establecida por

el ,Juez "a quo", oo es menos cierto que afirma también que no

existen elementos suflcientemente expresivos para sost,ener

que se ha producido un yerro en su valoración de 1os hechos,

afirmación ésta con l-a eü€, inequfvocamente se da respuesta,

aunque sumaria, dl argumenLo basado en la errónea subsunción

que l-as recurrentes uti l izaron, a su decir' como núcleo de su

recurso de apel-ación.

La Sección acuerda, Por tanto, Id inadnisión de Ia

presente demanda de amparo

hent

t l

Madr id,

a y nueveoc

a dieciocho de sept,iembre de mil novecj-entos


